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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación impetrada contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veintidós (22) de agosto de dos mil cinco (2005), dentro de la acción constitucional promovida por el ciudadano ALFREDO MAYA CORREA contra el Fondo de Prestaciones del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A. 

2.- DEMANDA 

El señor MAYA CORREA manifestó que desde el nueve (9) de diciembre de dos mil cuatro (2004) elevó una solicitud de reconocimiento de pensión vitalicia de jubilación a la que tenía derecho por haber prestado sus servicios al Magisterio durante veintiocho (28) años y diez (10) meses, y por haber cumplido los cincuenta y cinco (55) años de edad. Aportó la documentación pertinente, entre ellos, fotocopia de la resolución que le concedió la pensión gracia.

Para el momento de presentación de la demanda habían transcurrido más de nueve (9) meses y no había obtenido respuesta, con lo cual se encontraban vencidos los términos que para el efecto estatuía la Ley 91 de 1989.

Reside en la ciudad de Armenia y debe desplazarse continuamente hasta esta capital, a la Secretaría de Educación Departamental -Fondo de Prestaciones Sociales- para averiguar por la respuesta, donde dice que a pesar de atenderlo bien, no le solucionan su problema. Allí le informan que la Oficina Jurídica de la Oficina La Previsora no acepta su carácter de docente nacionalizado. Ha establecido contacto vía teléfono celular con la Fiduciaria en Bogotá y le manifiestan que el carácter de docente nacional o nacionalizado no afecta para nada su pensión de jubilación –de lo cual es consciente-. Lo único que le interesa es que le reconozcan su pensión de jubilación.

Solicitó por tanto el amparo pertinente y, como consecuencia de ello, la orden al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio Regional Risaralda y a la Fiduciaria La Previsora, para que se produjera de forma inmediata y sin más dilaciones al reconocimiento y pago de la pensión vitalicia de jubilación.

3.- fallo

El señor Juez Constitucional, hizo algunas consideraciones generales en torno a la acción de tutela, mecanismo extraordinario para la protección inmediata de los derechos fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados. Así mismo, a su procedencia cuando no se contara con otro medio de defensa judicial.

En el caso concreto, concluyó que por regla general no era posible ordenar el  reconocimiento y pago de una pensión, por carecer de competencia para ello, pero además, porque no existían los elementos de juicio ni se había agotado la pertinente actuación procesal. Trajo a colación decisión de la Corte Constitucional aplicable al punto.

Sin embargo, acotó también que ante una petición como la que se había hecho, se tenía el derecho a que se hiciera un pronunciamiento de fondo, una decisión real, material y verdadera y no podía admitirse como contestación la información sobre un trámite o gestión que debía agotarse. En el caso concreto, no se le había dado respuesta concreta al solicitante y solamente se había presentado un proyecto de acto administrativo que ningún valor representaba, pues le seguían faltando trámites internos como era el visto bueno por parte de la administradora de los recursos del personal docente, en clara alusión a la Fiduciaria.

Tuvo en cuenta entonces, que la legislación aplicable a la materia Decreto 656 de 1994, la Ley 700 de 2001, así como la Ley 797 de 2003, estipulaban un término de cuatro (4) meses para resolver las solicitudes pensionales y seis (6) meses para que se produjera el pago de las mesadas correspondientes, posición que había sido a su vez adoptada por la jurisprudencia constitucional. Así las cosas, al interponerse la acción, ya habían transcurrido más de ocho meses y de acuerdo con la respuesta suministrada por la accionada no había una posibilidad que la misma se produjera en el corto plazo y por tanto, la pretensión del accionante salía avante al demostrarse la vulneración del derecho fundamental de petición.

Concedió el amparo y ordenó a al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio de Risaralda que en un término de quince (15) días calendario siguientes a la notificación del fallo, respondiera la petición hecha por el señor ALFREDO MAYA CORREA. En cuanto a la Fiduciaria La Previsora, dispuso que en un término no mayor de cinco (5) días, contados desde el momento en que reciba el proyecto de acto administrativo relacionado con el actor, le diera prioridad a la decisión que se echaba de menos, toda vez que se requería su concepto para la emisión del acto administrativo.

4.- impugnación 

El vicepresidente de la Fiduciaria La Previsora impugnó el fallo y puso de presente que de conformidad con el contenido de la Sentencia SU-014 de 2002, en principio esa entidad no podía ser sujeto pasivo de la acción de tutela del derecho de petición de los docentes al servicio del Estado. Por otro lado, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señalaba que desde el ocho (8) de julio de dos mil cinco (2005) la competencia para expedir actos administrativos relacionados con las prestaciones sociales de los docentes sometidos a la Ley 91 de 1989, radica exclusivamente en los Secretarios de Educación de la entidad territorial pertinente.

Sobre la solicitud del accionante, tal como se dio a conocer al pronunciarse sobre la tutela interpuesta, la Fiduciaria había dado el trámite correspondiente conforme al artículo 7º del Decreto 1775 de 1990, lo que no implicaba que debería pronunciarse positivamente. La no aprobación significa que quien tiene la competencia puede negar la solicitud o puede pedir al peticionario los documentos que falten, o consultar cuotas partes que no fueron tramitadas.

Estimó que no había habido vulneración alguna, ni negligencia en el trámite y por tanto, pidió la revocación del fallo.

5.- SE CONSIDERA

Es bien sabido que la acción constitucional de tutela se erige como el mecanismo idóneo para proteger los derechos fundamentales cuando pese a existir otros medios de resolución de controversias, es ostensible la violación o el desconocimiento de un derecho evidente y cuya protección resulta impostergable (para evitar un perjuicio irremediable). 

El Derecho de Petición está consignado en el art. 23 de la Constitución Nacional, su objetivo es garantizar a las personas dentro de un término previamente definido, UNA DECISIÓN DE FONDO que permita a los interesados, por ejemplo, establecer una estrategia a seguir, judicial (a través de las acciones) o administrativa (por medio de los recursos). Al respecto ha dicho la jurisprudencia: 

La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado"

Con esa introducción, debe esta Colegiatura ratificar los argumentos del señor Juez de primera instancia para tutelar el derecho de petición, el cual se ha visto flagrantemente entorpecido de manera mancomunada por el Fondo de Prestaciones del Magisterio de Risaralda y la Fiduciaria La Previsora -conocida en el trámite como Fiduprevisora S.A.- al no darse oportuna respuesta a una petición elevada desde diciembre de 2004. 

No puede desconocer la Sala los argumentos vertidos a este trámite por parte de la Coordinadora del Fondo de Prestaciones, en el sentido que en dos ocasiones se ha enviado la documentación a  Fiduprevisora S. A. y ha sido devuelta con observaciones. Es preciso destacar que la forma como está reglado el trámite de las prestaciones de los docentes constituye una simbiosis, donde para producir el acto administrativo final debe contarse con la coparticipación de los dos intervinientes, en vista que sin el visto bueno de La Previsora, no se puede resolver de fondo la petición incoada.

Aquí lo que se ha presentado es una falta de coordinación entre los dos entes que deben aunar esfuerzos para solucionar la situación pensional de un servidor público que alega haber cumplido las exigencias legales para acceder a su pensión de jubilación, razón por la cual de manera acertada el fallo del señor Juez de primer grado, ordenó que cada uno, procediera con lo que legalmente le correspondía realizar.

Los juiciosos argumentos presentados por el impugnante no son de recibo para esta instancia, dado que no se le está exigiendo que expida un acto administrativo, simplemente que una vez le sea remitida la documentación pertinente le dé la prioridad necesaria y emita el concepto que estime pertinente, como es su obligación. Pero además, la sentencia de la Corte Constitucional citada no ofrece un punto de vista insoslayable que impida que la Fiduciaria La Previsora sea vinculada como sujeto pasivo de este trámite excepcional, puesto que una minuciosa lectura de la misma permite colegir que por principio, ello sería así, pero en casos como este, donde es evidente la larga espera a que ha sido sometido el accionante en especial por la falta de coordinación y entendimiento entre el Fondo de Prestaciones del Magisterio y Fiduprevisora S. A., no otro era el camino a seguir.

Basten estos planteamientos para estimar que el fallo de tutela impugnado está debidamente motivado y fundamentado, y ofrece la solución que como Juez Constitucional se imponía en el caso puesto a su consideración. Por ende, debe ser confirmado.

6.- decisión  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE            VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO              

    WILSON FREDY LÓPEZ

     Secretario de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencias T 198 y T 1774 de 2000. 
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